
III. Otras disposiciones

PRESIDENCIA DEL GOBIERNO

30924 CORRECCION de erratas de la Orden de 5 de 
octubre de 1982 por la que se dispone la, aproba­
ción de prórroga de circulación en la aprobación 
temporal concedida al prototipo de «Sistema de 
autoservicio para gasolineras», denominado «Cal- 
cutrón Eps Koppens», modelo «BE»:

Padecido error en la inserción, de la mencionada Orden, pu­
blicada en el «Boletín Oficial del Estado» número 260, de fe­
cha 29 de octubre de 1982, se transcribe la oportuna rectifica­
ción:

Página 29937, punto primero, donde dice: «el día 31 de di- 
ciembre de 1982», debe decir: «el día 31 de diciembre de 1992».

30925 RESOLUCION de 15 de octubre de 1982, de la 
Subsecretaría, por la que se dispone el cumpli­
miento de la sentencia dictada por el Tribunal 
Supremo en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por Consejo General de Colegios Ofi­
ciales de Peritos e Ingenieros Industriales.

Excmos. Sres.: De orden delegada por el excelentísimo señor 
Ministro, se publica para general conocimiento y cumplimiento 
en sus propios términos, el fallo de la sentencia dictada con 
fecha 12 de marzo de 1982, por la Sala Tercera de lo Conten- 
cioso-Administrativo del Tribuna’ Supremo en el recurso con­
tencioso-administrativo número 306.248, promovido por Consejó 
General de Colegios Oficiales de Peritos e Ingenieros Industria­
les, contra el Real Decreto de la Presidencia del Gobierno de 14 
de abril de 1980, que regula las enseñanzas turísticas especia­
lizadas y los Centros que las imparten, cuyo pronunciamiento 
es del siguiente tenor:

«Fallamos: Que desestimando el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por el Consejo General de Colegios de 
Oficiales de Peritos e Ingenieros Técnicos Industriales, debemos 
declarar y declaramos ajustado al Ordenamiento Jurídico el 
Real Decreto de catorce de abril de mil novecientos ochenta, 
por el que se regula la enseñanza turística especializada, asi 
como los Centros en los que ésta debe de impartirse. Sin hacer 
pronunciamiento alguno en cuanto al pago de las costas cau­
sadas en este recurso.»

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE.
Madrid, 15 de octubre de 1982.—El Subsecretario, Eduardo 

Gorrochategui Alonso

Excmos. Sres. ...

MINISTERIO DE DEFENSA

30926 ORDEN 111/01683/1982, de 20 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento dé la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 2 de junio 
de 1982, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Baltasar Zaragoza Nicolás, ex 
Tercer Maquinista de la Armada.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Baltasar Zaragoza 
Nicolás, ex Tercer Maquinista de la Armada, quien postula 
por si mismo, y de otra, como demandada, la Administración- 
Pública, representada y defendida por el Abogado del Estado, 
contra acuerdos del Consejo Supremo de Justicia Militar de 
23 de enero y de 5 de noviembre de 1980, se ha dictado sentencia 
con fecha 2 de junio de 1982, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos; Que estimando el recurso Interpuesto por don 
Baltasar Zaragoza Nicolás, contra acuerdos del Consejo Supre­
mo de Justicia Militar de veintitrés de enero y de cinco noviem­

bre de mil novecientos ochenta, sobre haber pasivo de retiro 
dimanante del Real Decreto-ley seis/mil noveicentos setenta y 
ocho, debemos anular y anulamos ios referidos acuerdos como 
disconformes a derecho y en su lugar declaramos el derecho del 
recurrente a que se le efectúe nuevo señalamiento de pensión 
de retiro con porcentaje del noventa por ciento sobre la base 
correspondiente, con especial condena en costas a la Adminis­
tración.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legislativa”, 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.º de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 20 de septiembre de 1982.—P. D., el Secretario ge­

neral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Mi- 
chavila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

30927 ORDEN 111/01684/1982, de 20 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 30 de junio 
de 1982, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Antonio García Fernández, ex 
Cabo de la Guardia Civil.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante don Antonio García 
Fernández, ex Cabo de la Guardia Civil, quien postula por sí 
mismo, y de otra, como demandada, la Administración Pública, 
representada y defendida por el Abogado de] Estado, contra 
acuerdos del Consejo. Supremo de Justicia Militar de 18 dé 
agosto de 1979 y de 25 de marzo de 1981, se ha dictado sentencia 
con fecha 30 de junio de 1982. cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto por don 
Antonio García Fernández, contra acuerdos del Consejo Supremo 
de Justicia Militar, sobre haber pasivo de retiro dimanante del 
Real Decreto-ley seis/mil novecientos setenta y ocho, debemos 
anular y anulamos los referidos acuerdos, como disconformes a 
derecho y en su lugar declaramos el derecho del recurrente 
a que se le efectúe nuevo señalamiento de pensión de retiro 
con porcentaje del noventa por ciento sobre la base corres­
pondiente, con especial condena en costas a la Administración.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legislativa”, 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982. de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años
Madrid, 20 de septiembre de 1982.—P. D., el Secretario ge­

neral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Mi- 
chavila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

30928 ORDEN 111/01685/1982, de 20 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con techa 2 de junio 
de 1982, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Joaquín Fernández Bruña, Sar­
gento de Aviación, retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única intancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
ente partes, de una, como demandante, don Joaquín Fernández
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Bruña, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, 
la Administración pública, representada y defendida por el 
Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de 11 de julio de 1979 y 5 de febrero de 1981, 
se ha dictado sentencia con fecha 2 de junio de 1982, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto por don 
Joaquín Fernández Bruña, contra acuerdos del Consejo Supre-  
mo de Justicia Militar, de once de julio de mil novecientos 
setenta y nueve y cinco de febrero de mil novecientos ochenta 
y uno sobre haber pasivo de retiro, dimanante del Real Decreto- 
ley seis/mil novecientos setenta y ocho, debemos anular y anu­
lamos los referidos acuerdos, como disconformes a derecho, y en 
su lugar declaramos el derecho del recurrente a que se le efectúe 
nuevo señalamiento de pensión de retiro con porcentaje del no­
venta por ciento sobre la base correspondiente, con especial 
condena en costas a la Administración.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legislativa", 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos:

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa, número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 20 de septiembre de 1982 —P. D., el Secretario gene­

ral para Asunstos de Personal y Acción Social, Federico Micha- 
vila Pallarés.

Excmo. Sr Teniente General Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar.

30929 ORDEN 111/01686/1982, de 20 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 3 de junio 
de 1982, en el recurso contencioso-administrátivo 
interpuesto por don Tomás Casado Sanz, ex Cabo 
de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única intancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Tomás Casado Sanz, 
ex Cabo de Infantería, quien postula por sí mismo, y de otra, 
como demandada, la Administración pública, representada y de­
fendida por el Abogado del Estado, contra acuerdos del Conse­
jo Supremo de Justicia Militar, de 18 de diciembre de 1879, y de 
23 de diciembre de 1980, se ha dictado sentencia con fecha 3 de 
junio de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto por don 
Tomás Casado Sanz, contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de dieciocho de diciembre de mil novecientos 
setenta y nueve y de veintitrés de diciembre de mil novecientos 
ochenta, sobre haber pasivo de retiro dimanante del Real Decre­
to-ley sei6/mil novecientos setenta y ocho, debemos anular y 
anulamos los referidos acuerdos, como disconformes a derecho 
y en su lugar declaramos el derecho del recurrente a que se le 
efectúe nuevo señalamiento de pensión de retiro con porcentaje 
del noventa por ciento sobre la base correspondiente, con espe­
cial condena en costas a la Administración.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legislativa", 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E, muchos años.
Madrid, 20 de septiembre de 1982.—P. D el Secretario gene­

ral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Micha- 
vila Pallarés,

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar.

30930 ORDEN 111/01687/1982, de 20 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 18 de 
junio de 1982, en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Ricardo Maroto Lozano, 
ex Sargento de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Ricardo Mároto Lo­
zano, ex Sargento de Infantería, quien postula por sí mismo, y

de otra, como demandada, la Administración pública, representa­
da y defendida por el Abogado del Estado, contra acuerdos del 
Consejo Supremo de Justicia Militar de 11 de julio de 1979 y de 
20 de julio de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 18 de junio 
de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto por don 
Ricardo Maroto Lozano, contra acuerdos del Consejo Supremo 
de Justicia Militar, de once de julio de mil novecientos seten­
ta y nueve y de veinte de julio de mil novecientos ochenta y uno, 
sobre haber pasivo de retiro dimanante del Real Decreto-ley seis/ 
mil novecientos setenta y ocho, debemos anular y anulamos los 
referidos acuerdos, como disconformes a derecho, y en su lugar 
declaramos el derecho del recurrente a que se le efectúe nuevo 
señalamiento de pensión de retiro con porcentaje del noventa por 
ciento sobre la base correspondiente, con especial condena en 
costas a la Administración.
 Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­

tín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legislativa”, 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos».

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confie­
re el artículo 3.º de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años
Madrid, 20 de septiembre de 1982.—P. D. el Secretario gene­

ral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Micha- 
vila Pallarés,

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar.

30931 ORDEN 111/01688/1982, de 20 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 30 de 
junio de 1982, en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Valeriano Torres Torres, 
Cabo de Carabineros, retirado.

Excmo Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Valeriano Torres 
Torres, quien postula por sí mismo, y de otra, como demanda- 
de la Administración pública, representada y defendida por el 
Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de 6 de febrero y de 23 de diciembre de 1980. se 
ha dictado sentencia con fecha 30 de junio de 1982, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto por don 
Valeriano Torres Torres, contra acuerdos del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de seis de febrero y de veintitrés de diciem­
bre de mil novecientos ochenta, sobre haber pasivo de retiro 
dimanante del Real Decreto-ley seis/mil novecientos setenta 
y ocho, debemos anular y anulamos los referidos acuerdos, 
como disconformes a derecho, y en su lugar declaramos el 
derecho del recurrente a que se le efectúe nuevo señalamiento 
de. pensión de retiro con porcentaje del noventa por ciento 
sobre la base correspondiente, con especial condena en costas 
a la Administración.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legislativa”, 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confie­
re el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E,
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 20 de septiembre de 1982.—P. D. el Secretario gene­

ral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Micha- 
vil a Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar.

30932 ORDEN 111/01689/1982, de 20 de septiembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 16 de 
junio de 1982, en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Florencio Molina Sáez, 
Sargento de Artillería, retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Florencio Molina 
Sáez, Sargento de Artillería, retirado quien postula por si mis-


